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Santa Marta, Veintinueve (29) de noviembre de Dos mil Dieciséis (2016)

Doctor: PEDRO ANTONIO OSPINO BARRIOS
Dirección: Calle 30 No 4 - 55
Santa Marta - Magdalena

El suscnto profesional universitario de la Oficina Jurídica de la Contraloría General del
Departamento del Magdalena, notifrca por aviso al señor PEDRO ANTONIO OSPINO BARRIOS
identificado con Cédula de CiudadanÍa 12.533.786, de la RESOLUCION No 100-22-333. de fecha
seis (06) de octubre de dos mil d¡eciséis (2016), "Por la cual se declara la caducidad de la potestad
sancionaloria de la Contraloría General del Departamento del Magdalena en el Proceso
Adm¡nistrativo Sanc¡onatorio Fiscal No 440", en aplicación del artículo 69 de la Ley 1437 de 2O11.
medrante Ia cual se establece que: "Si no pudiere hacerse la notificacrón personal al cabo de crnco
(5) d¡as del env¡o de la citación, esta se hará por med¡o de aviso remitiendo a la direccrón al
número de fax o al correo electrónico que figure en el expedrente o pueda obtenerse del registro
mercant¡1, acompañado de cop¡a integra del acto administrativo".

El señor PEDRO ANTONIO OSPINO BARRIOS fue citado para la notificac¡ón personal de la
mencionado RESOLUCIÓN, mediante comunicación, sin comparecer a notificarse, por lo que se
dio aplicación a lo establecido en el articulo 68 de la Ley 1437 de 2011

De igual forma, se procede a publicar en la página electrónica, así como en un lugar de acceso al
público de la respectiva entidad por el térm¡no de c¡nco (5) dias, con la advertencia de que la
not¡ficac¡ón se cons¡dera surtida al finalizar el dia siguiente al retiro del av¡so.

Se le manifiesta que contra el presente no procede n¡ngún recurso

El presente aviso se fija el 29 de noviem b e de 201 por el lérmino de cinco (5) dias hábiles

Firma de Responsable de la Fi¡ación

El presente aviso se desfija el 7 de di embre de 2016

F¡rma de Responsable de la des fi.lación_

C¿¡llc 17 No lC 78 SÍrnl-a Marta - Magdalcna Cok¡rnbia
'll:lí:lon<¡s:421 ll 57 Conmutador42147 l'l / llax 421O744
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"POR LA CUAL SE OECLARA LA CADUCIDAD DE LA POTESTAD
SANCIONATORIA DE LA CONTRALORIA GENERAL DEL DEPARTAMENTO
DEL MAGDALEA'A Y SE ORDENA EL ARCHIVO DEFINIÍIVO DEL PROCESO

ADMINISTRATIVO SANCIONATORIO FISCAL No. 440"

Proceso Sancionatorio Fiscal: 440
Entidad: Alcaldía municipal de Concordia, Magdalena
Presunto lmplicado: NIRIA ISABEL GONZALEZ PADILLA, GUSTAVO ALVAREZ
CABALLERO Y PEDRO ANTONIO OSPINO BARRIOS
Cargo: Alcalde

EL JEFE DE LA OFICINA JURIDICA, en uso de las facultades otorgadas
Resolución No. CON 100-22-212 del 02 de julio de 2015, y en especial las
contenidas en el Artículo 101 de la Ley 42 de 1993, articulos 47 a 52 de la Ley
1437 de 2011 (Código de Procedimiento Adm¡n¡strat¡vo y de lo Contencioso
Adminiskativo), procede a proferir RESOLUCION DECLARANDO LA
CADUCIDAD DE LA POTESTAD SANCIONATORIA DE LA CONTRALORIA
GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL MAGDALENA Y SE ORDENA EL
ARCHIVO DEFINITIVO, dando por terminado el Proceso Administrativo
Sancionatorio Fiscal No.440 seguido contra el señor NIRIA ISABEL GONZALEZ
PADILLA, GUSTAVO ALVAREZ CABALLERO Y PEDRO ANTONIO OSPINO
BARRIOS.

ANTECEDENTES

Como consecuencia de lo anterior, el Contralor Auxiliar para las lnvestigaciones
consideró pertinente la iniciació de un Proceso Administrativo Sancionatorio

Elaborado por: ¡/anuel Banos t\relia

Revasado y aprobado por: Eduardo Chi

Cargoi Profes¡onál Universilano

Cargo: Jefe Ofic¡na Jurídica
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Mediante oficio No. OCOFI-300.8.2 de fecha 9 de noviembre de 2012. se traslada
a la Oficina Jurídica, un Hallazgo Administrativo Sancionatorio de la ALCALDIA
iv4UNlClPAL DE CONCORDIA- MAGDALENA correspondiente a la deficiencias en
el proceso de auditoria regular, considerándose que. "Por el incumplimiento en
el repo¡te de cr.éditos (deuda pública, viqencia 2013) contr?tos. uno
correspondiente al encarqo Fiduciario: ALIANZA FIDUCIARIA S.A. Del 26 de
noviembre de 2009. por valor de $1.041.035.739 v dos de LEASING, por valor
de $205.329.000.oo, pára una retroexcayadora v otro por valor de
$325.620.000.oo. para dos volquetas Disel tipo turbo alimentada, el 21 de
noviembre de 2011 : la entidad nunc? repodo estgs créditos ante este
oroanismo de control p?ra su refrendación, además tampoco reooftaba el
formato SEUD. de iqual nlanera tampoco. lo hacían en la plataforma SlA. en
los periodos estipulados para ellos trimestralmente v el anual consolidado.
incumoliendo el articulo 34 de la resolución 111 del 2010 v el articulo 37 de la
resolución 106 de 2011 v el articulo 101 le la l.ev 42 de 1993."

ACTUACIÓN PROCESAL
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Fiscal en contra del Representante Legal de la ALCALDIA DE CONCORDIA-
MAGDALENA, contra los señores NIRIA ISABEL GONZALEZ PADILLA,
identificado con la cédula de ciudadania No.64.553619 GUSTAVO ALVAREZ
CABALLERO identificado con la cédula de ciudadanía No.8.660 716 Y PEDRO
ANTONIO OSPINO BARRIOS, identificado con la cédula de ciudadania
No.12 533 786, mediante Auto de Apertura No.361 de fecha 25 de noviembre de 2013.

Seguidamente a la expedición del Auto, se adelantaron las diligencias del caso a
fin de comunicar su contenido a los implicados, por lo que se les envió citaciones
para notificación personal mediante oficios de fecha el día 04 de diciembre de 2013
con guía RN106484715CO, el día 17 de diciembre de 2013 con guía
RN'| 13341955CO y el día 28 de enero de2014 con guía RN125721341CO.

El señor PEDRO ANTONIO oSPlNo BARRIOS, en su condición de investigado
presenta oficio de descargos el día 20 de octubre de2014, dirigido al Doctor LUIS
ALBERTO RINCON GARCIA quien fungió como Contralor Auxiliar para las
lnvestigaciones, presenta explicaciones con el objeto de desvirtuar las supuestas
irregularidades o falencias establecidas en el proceso auditor, por esta razón, se
entiende que su notif¡cación fue por medio de apoderado, los demás disciplinados
no tuvieron mas actuación dentro del expediente.

En cumplimiento a lo establecido en el artículo 10 de la Resolución No 212 de 02
de julio de 2015, se entiende concedido el término de quince (15) días hábiles al
implicado para rendir sus explicaciones, solicitar o aportar pruebas y hacer valer
su derecho de defensa y contradicción.

ESCRITO DE DESCARGOS

A folio 152 a 154 del cuaderno principal, se evidencian los descargos presentados
por el presunto implicado Pedro Ospino Barr¡os, los cuales se sintetizan así:

" (... ) co N st DE RACIOIVES:

Es impoñante man¡festarle al entre auditor que el mun¡cip¡o de concordia magdalena es
un ente tenitor¡al comprometido con el sumin¡stro de información a /os enles eslala/es. de

esta forma se ha venido trabajando desde enero de 2012 de forma concedada con la
contraloria, tanto es asi que se ha puesto en conocimiento /as acciones y hechos lesivo
en que incurieron otras administraciones perjud¡cando el normal desarrollo del ejercicto
de la función administrativa. Al inicio del per¡odo 2012 se puso en conocim¡ento por med¡o
de una denuncia restaurada en la contraloría general, notificada a esla colegialura sobre
la omisión en la información, puesto que no se entregó acta de recibido de gest¡ón, no
hubo empalme por la información entregada era ¡ncons¡stenle, defectuosa causando
traumatismo en el área financiera, administrat¡va, es lal la magn¡tud del daño por falla de
información en libros de contabil¡dad falta de ¡nformación sobre los ¡nformes financieros
desconocíamos el estado de las cuentas, no teníamos conoc¡m¡entos si existian deudas,
creditos, leasing, empresito.

Elaborado por: Manuel Barros Me¡ia

Revisado y aprobado por: Eduardo Ch¡
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Por to tanto el alcalde actual no es responsab/e sobre /os hechos que se le ¡mputan

puesto que se trató de una conducta lesiva en hecho, y en derecho, y no se le puede

causar por actos que ocunieron en un peiodo diferente al suyo que además periudicaron

el desarrollo normal de su administración dilatando lodos /os procesos por falta de

información. De esta forma solicito gue se desesfín en todos /os cargos imputados por

cuantos van en contra de todo planteado jurídico, v¡olator¡o de las normas procesales y la

responsabilidad fiscal deriva de la acción de quien ocasiona. . . .(. . .)".

ACERVO PROBATORIO

El hallazgo trasladado por la Contraloría Auxil¡ar para el Control Fiscal
med¡ante oficio No.OCOFI-300.8.2 de fecha 9 de noviembre de 2012 y sus
respect¡vos anexos:
Hallazgo Administrativo con lncidencia Sancionatoria (fl.2 a 5).
Auto de Apertura del Proceso Administrativo Sancionatorio Fiscal No.440
(f1.105a 110)
Descargos presentados por el señor Doctor PEDRO ANTONIO OSPINO
BARRTOS. (f1.152-154)

CONSIDERACIONES

Sea lo primero advert¡r que la facultad que atribuye el ordenamiento legal a los
contralores para imponer sanciones, tiene como finalidad facilitar el ejercicio del
control fiscal y apremiar a los sujetos de control para el correcto y oportuno
cumplimiento de sus obligaciones fiscales.

La Ley 42 de 1993, a través de la cual se expiden las normas relacionadas con la
organización del sistema de control fiscal, en los articulos 99 a 104 estableció la
potestad de los Contralores de imponer sanciones pecuniarias drrectamente a los
servidores públicos y particulares que manejen fondos o bienes del Estado, hasta
por el valor de cinco (5) salarios devengados, cuando incurran en alguna de las
siguientes conductas que a criterio del Contralor constituyan mérito suficiente para
imponer sanción:

tQb

1 . No comparezcan a las citaciones que en forma escrita les hagan las
contralorias.

2. No rindan las cuentas e informes exigidos o no lo hagan en la forma y
oportunidad establecidos por ellas.

3. Cuando lncurrirán re¡teradamente en errores u omitan la presentación de
cuentas e ¡nformes.

4. Cuando se les determinen glosas de forma en la revis¡ón de sus cuentas.
5. Cuando de cualquier manera entorpezcan o ¡mpidan el cabal cumplimiento

de las funciones asignadas a las contralorias o no les suministren
oportunamente las informaciones solicitadas.

6. Cuando teniendo bajo su responsabilidad asegurar fondos, valores o bienes
no lo hicieren oportunamentep en la cuantia requerida-

,l
Elaborado por: Manuel Barros Mejia ,lM4 Cargo: Profesional Universilario

Revisado y ap.obado por: Eduardo Chi Ar¿lña '¿/- Cargo: Jefe Oficina Juridica
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7. Cuando no adelanten las acciones tendientes a subsanar las deficiencias
señaladas por las contralorias.

8. Cuando no cumplan con las obligaciones fiscales.

No obstante, el despacho estud¡ará la viabilidad de declarar la caducidad de la
potestad sancionatoria de la Contraloría General del Departamento del Magdalena
en este caso. S¡ hay lugar a ello, se abstendrá de pronunciarse y realizar la
respetiva sustentación de los cargos, sobre el hallazgo formulado por la

Contraloría Auxiliar para el Control Fiscal.

Al respecto, es necesario hacer un estudio recordando el criterio del Honorable
Consejo de Estado en punto al camino a seguir dependiendo del momento
procesal en el cual se presenta la caducidad de la facultad de la potestad
sancionatoria del Estado.

Al respecto el CONSEJO DE ESTADO - SALA DE CONSULTA Y SERVICIO
CIVIL - Consejero ponente: ENRIQUE JOSE ARBOLEDA PERDOMO - Bogotá D
C., veinticinco (25) de mayo de dos mil cinco (2005) - Radicación número 1632,
hizo una dilucidación sobre el tema, manifestando lo siguiente

4.I. LA LíNEA JURISPRUDENCIAL TRAZADA POR EL CONSEJO DE ESTADO.

Según se anotó, estas son las posic¡ones de la jurisprudenc¡a sobre el tema:

4.1.1. PRIMERA POSICIÓN.

Dentro del término de caducidad de la facultad sancionaloria del Estado. contenida en el
artículo 38 del C.C.A, debe expedirse únicamente el acto administrativo sa¡cionador s¡n que
sea necesario su notiflcación y el agotamiento de la vía gubernativa.'Los argumentos
jurídicos que sustentan esta tesis, en resumen, son los sigu¡entes.

. La notificac¡ón no es un elemento estructural del acto administrativo sanc¡onador.

. Dentro del término de caducidad debe únicamente expedirse el acto que refleje la
voluntad de la administración.

. No se requiere que el acto quede en lirme dentro del término señalado en el articulo
38 del C.C.A.

. Los recursos son mecanismos de protecc¡ón jurídica de los administrados.

. La renuencia a recib¡r la notif¡cac¡ón no puede reportar beneficios a la persona
renuente. Basta la citación para interrumpir la caducidad.

4.1.2. SEGUNDA POSICION.

Elaborado por: Manuel Banos [rei¡a

Revisado y aprobado por: Eduardo Chi{p Cargo: Profesional Universilano

Cargo: Jefe Oficrna Juridica

Calle 17 No lC- 78 Santa Marta - Magdalcna - Col<¡mbia
Teléfonos: 421 1l 57 Conmutador 4214717 / l}ax 421O744

'Control Fiscal seio A transparente de la mano con la gente'

qb

.a..-¿, .**,, .,+-

"4. ACTUACIONES QUE SE DEBEN SURTIR EN EL TERMINO DE CADUCIDAD.

La Sala registra que existe un debate jur¡sprudencial sobre si dentro del término de caducidad
de la facultad sancionadora del Estado, además de expedirse el acto sancionator¡o, debe
surtirse la via gubernativa, debate que ha dado lugar a lres pos¡ciones iurídicas, claramente
diferenciadas.
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La caducidad del artículo 38 C.C.A. se ev¡ta con la producción y notif¡cac¡ón del acto
administrat¡vo.
No puede aceptarse que la imposición de la sanción se surta con la sola expedic¡ón
del acto. Para que el acto produzca efectos debe not¡licarse oportunamente dentro del
m¡smo plazo de tres (3) años señalado en el articulo 38 C.C.A
Una cosa es la actuación administrativa que culmana con la notificación del acto in¡c¡al
y otra la vía gubernativa or¡entada a producir un nuevo pronuncramiento, a través de
los recursos consagrados como mecan¡smo de protecc¡ón JUríd¡ca.
S¡endo la interposición de los recursos una circunstancia que depende enteramente de
la voluntad del administrado, quien, a su arbitrio, decide si debe acomelerla o no, lo
que debe exigírsele a la administración es únicamente que resuelva la situación del
investigado y notifique su decisión dentro del térm¡no de caduc¡dad, sin que se
requiera la firñeza y ejecutoria de ese acto. Así lo ha venido ¡nterpretando la sección
4á desde 1994.
Al dar respuesta a los recursos, lo que hace la autoridad, es revisar una actuación
def¡n¡tiva en la que pudo haber omisiones o excesos, errores de hecho o de derecho,
que tiene la posibilidad de enmendar, pero s¡n que pueda dec¡rse que sólo en ese
momento está ejerc¡endo la potestad sanc¡onadora.
La vía gubemat¡va, si bien forma parte del procedimiento adm¡n¡strat¡vo, es una elapa
posterior a la actuación administrat¡va y constituye un mecan¡smo de control de
legalidad del acto. Se inicia una vez concluida ésla, con la interposición de los
recursos.

4.1.3. TERCERA POSICION

El acto adm¡nistrat¡vo que refle.ie la voluntad de la admin¡stración respecto del procedim¡ento
sancionatorio adelantado, debe ejecutoriarse dentro del térm¡no de caducidad prev¡sto en el
artículo 38 del C.C.A.e En los falios de esta Corporación en los que se ha sustenlado esta
pos¡ción, se han dado las s¡guientes razones juríd¡cas:

La obl¡gación del ente sancionador consiste en producir el acto adminrstrat¡vo
ejecutoriado dentro del lapso establecido por la ley para ejercer la actividad
sanc¡onator¡a.
Mientras la sanción no se halle en firme lo que ex¡ste es el trámite del proceso
sancionatorio.
Debe producirse el trámite completo para la eiecutoria de la decisión que comprende
la notif¡cación del acto que pone fin a la actuación administrat¡va y las decisiones
ulteriores para que el acto quede en firme.

La pos¡ción mayoritaria de la Sala Contencioso Adm¡nistrativa de esta Corporación. desde
1994, se ha orientado a acoger la tes¡s ¡ntermedia al analizar la caducidad de la facultad
sanc¡onadora de las diferentes superintendencias; (Salud, Bancaria, Valores, etc), así como
en los regímenes cambiario, urbaníst¡co, contravencional y concrelamente en cuanto a la
interpretación del artículo 38 del C.C.A. La Sala se aparta de d¡cha tes¡s, con fundamento en
los argumentos de orden const¡tuc¡onal y legal que a continuación se exponen

4.2. CONCEPTO DE LA SALA

Elaborado por: Manuel 8ar.os Meiia

Revisado y aprobado por: Eduardo Chi
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La segunda pos¡ción, conten¡da en recientes y re¡terados pronunciam¡entos de esta
Corporación,E considera válido el ejercicio de la acción sancionadora con la exped¡ción y
notificación del acto principal dentro del término de caducidad de la misma, sin que sea
necesario que dentro del término fijado en el artículo 38 del C.C.A. se agote la v¡a gubernativa
D¡cha tesis se fundamenta en los s¡gu¡entes argumentos:
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El rég¡men sancionador, como expres¡ón del poder punitivo del Estado. encuentra fundamento
constitucional en los artículos 29 y 2Og Superior, que disponen la aplicac¡ón a toda clase de
actuaciones adm¡nistrativas, del "debido proceso", en virtud del cual '/Vadie podrá ser iuzgado
s¡no conforme a leyes preexistentes al acto que se le ¡mputa, ante juez o tribunal competente y
con obseNanc¡a de la plenitud de las formas propias de cada ju¡cio", y. el desarrollo de la

func¡ón admin¡strativa, conforme a los pr¡nc¡pios de igualdad. moral¡dad, eficac¡a, economía,
celeridad, imparcialidad y publicidad.

"Así ha de tomarse en cuenta que el universo del derccho sancionador no se limita al derecho
disciplinario y al derecho penal a los que generalmente se hace referencia. Como lo ha
señalado la juisprudenciato, este derecho es una discipl¡na complela que recubre diferenles
regímenes sancionatoios con características específcas, pero somet¡dos lodos a unos
princ¡pios de conf¡gurac¡ón claros destinados a prcteger las garant¡as constitucionales ligadas
al debido proceso."

Comparando la actividad sancionadora en lo administrativo con el proceso penal, la
jurisprudencia señala que son expres¡ones de la facultad punit¡va del Estado y aunque
persiguen fines diferentes, como el adecuado funcionamiento de la adm¡nistración pública y el
restablec¡miento del orden social, en ambos casos deben respetarse las garanlias del deb¡do
proceso. En este sent¡do expresa:

"El Const¡tuyente colombiano hizo extensivo el derecho al deb¡do proceso a toda clase de
actuac¡ones judic¡ales y administrativas (CP 29). Las garanlias m¡ntmas del debib proceso
penal son aplicables, con algunas atenuac¡ones, a las acluaciones admin¡strat¡vas
sancionatoias. En materia sancionatoria de la adm¡n¡strac¡ón, la est¡mación de los hechos y la
¡nterpretac¡ón de las notmas son expres¡ón directa de la potestad punitiva del Estado, cuyo
ejerc¡cio legítimo debe sujetarse a los pincipios mínimos estaó/ecdos en garant¡a del ¡ntercs
público y de los ciudadanos, entrc ellos, los pr¡ncip¡os de legal¡dad. ¡mparcialidad y publ¡c¡dad.
la proscipción de la responsabilidad objetiva ¿nulla poena sine culpa-, la presunc¡ón de
inocencia, /as reglas de la carga de la prueba, el derecho de defensa. la l¡beñad probatoia. el
derecho a no declarar contra sí mismo, el derecho de contrad¡cc¡ón. la prohibic¡ón del non b¡s
in idem y de la analogía ¡n malam paftem, entre ottas." T 145n3.

Dentro de las garantías constitucionales del debido proceso sancionatorio, cobran especial
importancia los principios de igualdad, celer¡dad y caducidad de la acc¡ón, que imponen a la
administración el deber de actuar diligentemente y preservar las garantias de quienes se
encuentren sometidos a invest¡gación

Estos princip¡os, así como el debido proceso, son apl¡cables a las diferentes modalidades de
regímenes sancionatorios adm¡n¡strativos, tales el fiscal, tributar¡o, camb¡ario, financiero,
d¡sc¡pl¡nar¡o, contravencional, etc., como lo ha destacado de manera reiterada la Corte
Const¡tucional, al señalar:

En otra prov¡dencia anotó:

"Estos principios comunes a todos /os procedimientos que evidenc¡an el ¡us puniendi del
Estado ¿legalidad, tipicidad, prescripc¡ón, culpabilidad, proporc¡onalidad, non b¡s in ¡dem-.
resultan apl¡cab,es a /os diferentes regimenes sancionatoios establecidos ¿penal.
disc¡plinaio, f¡scal, civil, administrativo no d¡scipl¡naio-, o gue se eslablezcan por el leg¡slador
pam proteger los d¡ferentes bienes jurídicos ligados al cumplim¡enlo de /os fines del Estado y
el ejercicio de las funciones públicas" C-233/02.

I
Elaborado por: Manuel Banos Mejia 4d , catgo: Profesional Universitario 
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La caducidad, tiene por objeto fijar un límite en el tiempo para el ejerc¡cio de ciertas acciones,
en protección de la seguridad jurídica y el interés general, pues, la expiración del plazo f¡jado
en la ley da lugar al fenecimiento del derecho de acción.

Entonces, si respecto del ciudadano, la inact¡vidad para reclamar del Estado determinado
derecho, trae como inexorable consecuencia la extinc¡ón de la acción, de igual manera la
admin¡stración dentro del térm¡no legal, debe ejercer la acc¡ón sanc¡onadora tendiente a
demostrar la responsabilidad del administrado medrante una dec¡s¡ón en firme, so pena de
extinguirse el derecho a imponer la sanción.

Como lo señala la doctrina, "En aras de la seguridad jurídica el Estado tiene un límite para
ejercer el ius puniendi, fuera del cual las autoidades públ¡cas no pueden in¡c¡ado o
prosegu¡do, pues, de lo contrario, incurren en falta de competencia por razón del t¡empo y
violación del a¡tículo 121 de la Cafla Política al ejercer func¡ones que ya no le están adscritas
por vencimiento de término"1l .

S¡ se entend¡era que la interrupción de la caducidad ocurre por la actuac¡ón d¡screcional de la
adm¡nistrac¡ón, dictando en unos casos la resoluc¡ón con la sanc¡ón, maentras que en otros
agota las etapas de la vÍa gubernativa, se vulnerarían los principlos de celer¡dad e igualdad al
prolongar, a su arbitrio, la situación .luridica del investigado. Se desconoceria, también, la
garantía de la caducidad, en v¡rtud de la cual "los particulares no pueden quedar sujetos de
manera indefinida a la puesta en marcha de los instrumentos sanc¡onator¡os" (C-233/02).

Prec¡samente la Corte Constitucional declaró ¡nexequ¡ble la disposic¡ón de la ley 200 de 1.995
-parágrafo lo., art.34-, que ampliaba el térm¡no de prescripc¡ón en seis meses más, en los
casos en que no se hubiera notificado el fallo de primera instancia, por confgurar una clara
violación a los artículos 29 y 13 de la Carta. Señaló que el fenómeno de la caducidad,

"... tiene operancia en mateia d¡sciplinaria, cuando la Administrac¡ón o la Procuraduria
General de la Nación, dejan vencer el plazo señalado por el legislador, -5 años-, s¡n haber
adelantado y concluido el proceso respectivo, con dec¡s¡ón de mér¡to. El venciñiento de
d¡cho lapso implica para dichas entidades la pérdida de la potestad de imponer
sanciones, es dec¡r, que una vez cumplido dicho periodo sin gue se haya dictado y
ejecutoriado la providencia que le ponga fin a la actuación discipl¡nar¡a, no se podrá
ejercitat la acc¡ón d¡sc¡plinar¡a en contra del beneficiado con la presc pción. (¿)

'Es gue, si e/ Estado no ejercita potestad disciplinaria dentro del témino quinquenal señalado
por el legislador, no puede después, invocando su prop¡a ineficacia. des,nteés o negl¡genc¡a,
ampliar dicho lapso prescript¡vo sin v¡olar el derecho del infractor, de exig¡r una pronta
deÍ¡nición de su conducta. Es gue la potestad sanc¡onator¡a no puede quedar
indef¡nidamente abierla, hasta cuando la autoridad rcspect¡va la quiera e¡ercer, de ah¡
que el legislador haya establecido un limite en el tiempo -5 años-. (¿)

"S¡ el debido proceso se aplica a toda clase de actuac¡ones, la obl¡gac¡ón de adelantar los
procesos sin dilaciones injustif¡cadas también lo es. La ¡ustic¡a impart¡da con pront¡tud y
eficacia no sólo debe operar en ,os procesos penales ¿crim¡nales-, sino en los de todo
orden, administrativos, contravencionales, disciplinarios, policivos, etc.' (C-
244196) (Negrillas fuera del texto).

En materia de caducidad de la sanc¡ón administrativa, el artículo 38 del C.C.A.. al prever como
norma general un término de tres años para ¡mponer la sancaón, el que se cuenta a part¡r de la
ocurrencia del hecho que dio lugar a la investigación; se está ref¡riendo a la decisión
ejecutoriada mediante la cual la ad n¡strac¡ón eierc¡ó la facultad sanc¡onadora, pues,
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únicamente el aclo en firme permite su ejecuc¡ón, ya que los recursos, conforme al art¡culo 55
¡bÍdem, se conceden en el efecto suspensivo.

Por tanto, no puede separarse el acto que pone fin a la actuación administrativa, del que
decide los recursos en la vía gubernativa, para concluir que la sola expedición y notificac¡ón de
la primera decisión es suficienle para ¡nterrumpir la caducidad de la acción. pues en este
momento procesal aún no hay decisión en firme constitutiva de antecedente sancionatorio

En definitiva, una vez el acto admin¡strat¡vo adquiere firmeza, es suf¡ciente por sí masmo para
que la administración pueda ejecutarlo, (art.64 C.C.A.) y sólo entonces puede afirmarse que
el adm¡nistrado ha sido "sanc¡onado", con las consecuenc¡as que de ello se deriven.

La anterior ¡nterpretac¡ón guarda armonía con la previs¡ón del artículo 248 superior, en el
sentido de que ún¡camente la sanción en firme constituye antecedente en todos los órdenes
legales. Dice la norma:

"Ad¡cuto 248. Únicamente las condenas proferidas en sentencias judiciales en forma def¡n¡t¡va
tienen la calidad de antecedentes penales y contravencionales en todos los órdenes /egales"

Sobre la aplicabilidad del precepto const¡tuc¡onal a los procesos administrativos
sancionatorios, vale catar lo expuesto en la sentencia profer¡da dentro del proceso 4958:

'Conviene tener en cuenta, además, que es regla comun del derecho sancionatodo que
a nadie se le puede considerar sancionado o penalizado mientras la providencia
respectiva no esfé en f¡rme, pincip¡o que aparece impl¡cito en el afticulo 248 de la Cada, en
tanto prescribe que ¿únicamente las condenas proferidas en sentencias judic¡ales en forma
definitiva t¡enen la calidad de anlecedentes penales y contravenc¡onales en todos los órdenes
legales ¿". (Negi as fuera del texto)''.

En concordancia con la norma superior transcrita, la ley 734 de 2002 (artículo 174), considera
como antecedente disciplinario para efecto del reg¡stro unif¡cado de sanc¡ones, las
prov¡denc¡as ejecutor¡adas y las inhabilidades vigentes. Con fundamento en el principio de
conservac¡ón del Derecho, la Corte Constituc¡onal declaró la exequibilidad condicionada del
inciso f¡nal del citado artículo 174, "en el entendido de que sólo se inclu¡ran en las
ceñificaciones de que trata dicha d¡sposición las providencias ejecutor¡adas dentro de los
cinco (5) años anteriores a su expedición y, en todo caso. aquellas que se rcfieren a
sanciones o inhabil¡dades que se encuentren vigentes en dicho momento"l3

Lo anter¡or debe entenderse acorde con la previsión del articulo 29 de la Carta, en el sentido
de que sólo el fallo ejecutor¡ado puede desv¡rtuar la presunción de ¡nocencia. Princ¡p¡o de
aplicación obligator¡a no sólo en el proceso penal, sino en todas las acluaciones
administrat¡vas en que se qeza la facultad punitiva del Estado, tal como lo reconoce la
jur¡sprudenc¡a const¡tuc¡onal al señalar.

"El derecho fundamental que tiene toda persona a que se presuma su ¡nocenc¡a, m¡entras no
haya sido declarada rcsponsable, se encuentm consagrado en nuestro Ordenamienlo
Constitucional en el aftículo 29, en eslos téminos: ¿Toda persona se presume ¡nocente
mientras no se le haya declarado judicialmente culpable ¿, lo que s¡gn¡fica que nadie puede
ser culpado de un hecho hasta tanto su culpabilidad no haya s¡do plenamente demostrada.

Este principio t¡ene aplicación no sólo en el enjuiciamiento de conductas delict¡vas,
sino también en todo el ordenam¡ento sancionador ¿disciplinario, administrativo,
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contravenc¡onal, etc.-, y debe ser respetado pot todas las autoridades a quienes
compele ejercitar la potestad puniüva del Estado. (¿) (Destacado fuera del lexto). (C-
244/96. c¡tada en el fallo C-556/01).

En este punto es procedente traer a colac¡ón el concepto No. 313 de '1989, en el que ésta Sala
precisó las d¡ferencias entre las noc¡ones de caducidad y prescripción, que resullan út¡les para
def¡nir la viabilidad jurídica para que la administración declare de oficio la caduc¡dad en los
procesos sancionatorios que dentro de los tres (3) años previstos en el artículo 38 del Cód¡go
Contencioso Administrat¡vo, no cuenten con una decisión ejecutor¡ada

"La diferencia esencial entre la caduc¡dad y la prescr¡pción consisfe en que la pr¡mera atañe
a la acción y la segunda a la pretensión; aquella se refiere al término prescrito por la ley
para acudir a la jur¡sdicc¡ón y ésta al necesario para adquiir o extinguir un pretend¡do
derecho.

"El término de caducidad es de orden público. Dr:spuesfo por la ley. * cumple
¡nexorablemente y no puede ser suspenddo, renunciado o pronogado por voluntad de un
pafticular.

"La prescipción, por el contrario, puede o no ser alegada;es poslb/e renunciaña, suspendefla
o intenump¡fla y, en cuanto al fondo, su finalidad consisfe er} adquirir o extinguir un derecho.
La prescripc¡ón, a difercncia de la caduc¡dad, no es procesal ni de orden públ¡co, s¡no
pañ¡cular y relativa al fondo de la controversia.

"En ,os procesos disciplinarios sólo es poslóle la caduc¡dad de la acción, comúnmente
conoc¡da como prescripción, que se cumple con la terminación del plazo prescrito por
la ley para adelantar y def¡nir la ¡nvest¡gación disciplinaria.

"En otros tétminos, /os procesos discipl¡narios t¡enen exclus¡va finalidad de ¡nteres soc¡al y
mediante e//os no se controv¡eften sobre derechos pafticulares que pudieren prescnb¡r En
e//os sólo es pos¡ble la caducidad de la acc¡ón." (Resalta la Sala).

S¡endo la caduc¡dad una ¡nstitución de orden público, a través de la cual, el legislador
establece un plazo máximo para el ejercicio de la facultad sanc¡onadora de la admin¡strac¡ón,
que tiene como finalidad armonizar d¡cha potestad con los derechos const¡tuc¡onales de los
adm¡nistrados, no hay duda que su declarac¡ón procede de oficio. No tendria sentido que, sr

en un caso específico, la administración advierte que ha operado el fenómeno de la
caducidad, no pudiere declararla de oficio, y a sabiendas continúe con la actuación que
f¡nalmente, culminará en un acto v¡c¡ado de nulidad por falta de competencia temporal de la
autor¡dad que lo emite."

En descenso al presente caso, el Proceso Administrativo Sancionatorio Fiscal No.
440 se apertura el dia 25 de noviembre de 2013 por la supuesta inconsistencia en
no haber presentado el plan de mejoramiento resultado de la auditoría practicada
sobre el primer y segundo bimestre de 20:2, de la alcaldia municipal de
Concordia, luego entonces el trámite del proceso y su decisión de fondo con la
debida notificac¡ón al sanc¡onado debía darse hasta el 10 de junio de 2015
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Por esta razón, observa el Despacho, que opero el fenómeno de la caducidad, el
cual se produjo antes de emitir decisión de fondo y dicho aspecto no fue planteado
por el interesado, luego lo pertinente es declarar de oficio la presencia de dicho
fenómeno, sin que haya lugar a emitir decisión de fondo en torno a los
cuestionamientos planteados por la Contraloría Auxiliar para el Control Fiscal al
determinar el hallazgo que dio origen al presente proceso, pues la pérdida de la
potestad de la facultad sancionatoria del Estado implica que la adminislración no
puede actuar a partir de ese momento.

En mérito de lo anteriormente expuesto el jefe de la oficina juridica;

RESUELVE:

PRIMERO: Declárese la caduc¡dad de la potestad sancionator¡a de la Contraloría
General del Departamento del Magdalena para sancionar a los doctores NIRIA
ISABEL GONZALEZ PADILLA, identificado con la cédula de ciudadanía
No 64.553 619, GUSTAVO ALVAREZ CABALLERO identificado con la cédula de
ciudadania No.8660716 y PEDRO ANTONIO OSPINO BARRIOS, ¡dentificado
con la cedula de ciudadanía No.12.533.786 en su condiciones de Alcaldes del
Municipio de Concordia- Magdalena, de conformidad con la parte motiva de la
presente Resolución.

SEGUNDO: En consecuencia, ordenar el ARCHIVO definitivo del Proceso
Administrativo Sancionatorio Fiscal No.440 a favor del doctores NIRIA ISABEL
GONZALEZ PADILLA, identificada con la cédula de ciudadania No.64.553619
GUSTAVO ALVAREZ CABALLERO identificado con la cédula de ciudadanía
No.8 660 716 y PEDRO ANTONIO OSPINO BARRIOS, identificado con la cedula
de ciudadanía No.12.533.786 en su condiciones de Alcaldes del Mun¡c¡p¡o de
Concordia- Magdalena, de conformidad con la parte motiva de la presente
Resolución.

ARTICULO TERCERO: Notificar personalmente la presente decisión al interesado
de conformidad con el artículo 67 del C.P.A.C.A.

ART|CULO CUARTO: Contra la presente decisión no procede recurso alguno

NOTIFiQUESE Y CUMPLASE

EDUA O CHIACUÑA
Je Oficina Jurídica
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